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RECURSO DE RECONSIDERACIÓN PREVISTO EN LOS ARTÍCULOS 39 DE LA LEY FEDERAL 
DE COMPETENCIA ECONÓMICA, VIGENTE HASTA EL 6 DE JULIO DE 2014 Y 71 DE SU 
REGLAMENTO. SE RIGE POR EL SISTEMA DE LITIS ABIERTA. 
 
Los preceptos señalados prevén el recurso de reconsideración, entre otras hipótesis, contra las 
resoluciones que pongan fin a cualquiera de los procedimientos previstos en la propia ley y, por la 
naturaleza de ese medio de impugnación, es la misma autoridad que los resuelve quien lleva a 
cabo esa "reconsideración". Por otra parte, dichos numerales no establecen que la materia del 
recurso se limite a los argumentos que se hubiesen hecho valer durante alguna de las etapas del 
procedimiento. Por tanto, dicho recurso se rige por el sistema de litis abierta, que faculta al 
inconforme a plantear todas las cuestiones jurídicas que estime convenientes a su interés. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA 
ESPECIALIZADO EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y 
TELECOMUNICACIONES, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO Y JURISDICCIÓN EN 
TODA LA REPÚBLICA. 
 
Amparo en revisión 82/2016. Comisión Federal de Telecomunicaciones y otras. 19 de enero de 
2017. Unanimidad de votos. Ponente: Patricio González-Loyola Pérez. Secretario: José Pablo 
Sáyago Vargas. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de abril de 2017 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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AUTORIZACIONES EN MATERIA DE DESARROLLO URBANO. PARA QUE LOS VECINOS 
AFECTADOS POR ÉSTAS ACREDITEN SU INTERÉS JURÍDICO PARA EXIGIR QUE SE 
APLIQUEN LAS MEDIDAS DE SEGURIDAD Y SANCIONES PROCEDENTES, O BIEN, PARA 
INTENTAR LOS MEDIOS DE DEFENSA QUE PREVÉN LOS ORDENAMIENTOS JURÍDICOS 
APLICABLES, DEBEN DEMOSTRAR OBJETIVAMENTE EL DAÑO QUE LES CAUSARON 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN). 
 
En relación con la figura del interés jurídico, tratándose de actos que afecten la esfera de derechos 
de los residentes de un área afectada con alguna autorización en materia de desarrollo urbano en 
el Estado de Nuevo León, debe considerarse que el artículo 5, fracción LXI, de la Ley de Desarrollo 
Urbano de la entidad define al vecino como el residente del área que resulte afectado por una 
acción urbana o un acto derivado de la propia ley, quien tendrá interés jurídico para exigir que se 
apliquen las medidas de seguridad y sanciones procedentes, o bien, para intentar los medios de 
defensa que prevén los ordenamientos jurídicos aplicables. En estas condiciones, el interés jurídico 
a que se refiere el precepto citado no es irrestricto, sino que se encuentra supeditado a la 
comprobación objetiva del daño causado, al ser ésta la única interpretación admisible, ya que no 
establece la protección a un daño de realización futura o la mera existencia de un riesgo subjetivo, 
ni una afectación de carácter hipotético o conjetural. Por tanto, para que los vecinos que resulten 
afectados por una acción urbana, como lo son las autorizaciones en materia de desarrollo urbano, 
acrediten su interés jurídico en los términos descritos, deben demostrar objetivamente el daño 
causado por éstas. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 165/2016. Fernando Javier Treviño Garza. 27 de octubre de 2016. Unanimidad 
de votos. Ponente: David Próspero Cardoso Hermosillo. Secretario: Luis Alberto Calderón Díaz. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de abril de 2017 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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CÉDULA DE LIQUIDACIÓN DE CUOTAS OBRERO PATRONALES. CUANDO EL INSTITUTO 
MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL LA EMITE, PERO NO ACREDITA LA EXISTENCIA DE LA 
RELACIÓN LABORAL PARA FINCAR UN CRÉDITO FISCAL, LA NULIDAD DECRETADA DEBE 
SER LISA Y LLANA. 
El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sustentado que la nulidad absoluta (lisa y llana) que 
se dicta estudiando el fondo del asunto impide dictar un nuevo acto. Por esta razón, y conforme a la 
jurisprudencia 2a./J. 77/2016 (10a.) (*), si el Instituto Mexicano del Seguro Social emite cédulas de liquidación 
de cuotas obrero patronales, pero no acredita la existencia de la relación laboral para fincar un crédito fiscal, la 
nulidad decretada debe ser lisa y llana para impedir que emita un nuevo acto y pueda perfeccionar los medios 
probatorios para acreditar la relación laboral, con la salvedad de que el efecto de la nulidad absoluta sólo será 
sobre el periodo y el monto relativo al crédito fiscal que intentó fincar el Instituto, con lo que se impide que se 
vulnere el principio de cosa juzgada y que existan dos pronunciamientos sobre el fondo de un mismo proceso, 
sobre los sujetos que intervinieron formal y materialmente en él. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Contradicción de tesis 149/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Segundo del Primer 
Circuito y Tercero del Segundo Circuito, ambos en Materia Administrativa. 5 de octubre de 2016. Cinco votos 
de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge 
Roberto Ordóñez Escobar. 
 
Tesis y criterio contendientes: 
 
Tesis II.3o.A J/5 (10a.), de título y subtítulo: "CÉDULAS DE LIQUIDACIÓN DE CUOTAS OBRERO 
PATRONALES. SI EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO EL ACTOR DEMANDA SU NULIDAD Y 
NIEGA LA EXISTENCIA DEL VÍNCULO LABORAL, SIN QUE AL CONTESTAR EL INSTITUTO MEXICANO 
DEL SEGURO SOCIAL DESVIRTÚE ESA NEGATIVA, PORQUE NO ACOMPAÑA UNA CERTIFICACIÓN 
APROPIADA DEL ESTADO DE CUENTA INDIVIDUAL DE LOS TRABAJADORES, LA SALA FISCAL 
SOLAMENTE PUEDE DECLARAR LA NULIDAD DE LA FACULTAD DISCRECIONAL EJERCIDA EN LA 
RESOLUCIÓN IMPUGNADA, SIN PREJUZGAR SOBRE LA REEXPEDICIÓN DEL ACTO.", aprobada por el 
Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito y publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro VIII, Tomo 2, mayo de 2012, página 1559, y 
 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver la 
revisión fiscal 417/2015. 
Tesis de jurisprudencia 191/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada del dieciséis de noviembre de dos mil dieciséis. 
 
Nota: (*) La jurisprudencia 2a./J. 77/2016 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 1 de julio de 2016 a las 10:05 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 32, Tomo I, julio de 2016, página 713, con el título y subtítulo: "REVISIÓN 
FISCAL. LA DECLARATORIA DE NULIDAD LISA Y LLANA DE UNA RESOLUCIÓN EN MATERIA DE 
APORTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL, POR NO HABERSE ACREDITADO LA RELACIÓN LABORAL, 
ES UNA CUESTIÓN DE FONDO." 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de abril de 2017 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de abril de 2017, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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PROCEDIMIENTO DE VERIFICACIÓN DEL ORIGEN DE MERCANCÍAS MEDIANTE 
CUESTIONARIOS ESCRITOS, PREVISTO EN EL ARTÍCULO 506, PUNTO 1, INCISO A), DEL 
TRATADO DE LIBRE COMERCIO DE AMÉRICA DEL NORTE. LA AUTORIDAD ADUANERA 
ESTÁ FACULTADA PARA REQUERIR AL EXPORTADOR O PRODUCTOR LOS REGISTROS 
CONTABLES QUE ACREDITEN AQUEL ASPECTO. 
 
Las facultades otorgadas a la autoridad aduanera para requerir información para verificar el origen 
de los bienes importados al territorio nacional dentro del procedimiento previsto en el artículo 506, 
punto 1, del Tratado de Libre Comercio de América del Norte, no sólo pueden realizarse a través 
de visitas físicas, sino que en términos del inciso a) de esa porción normativa, pueden efectuarse 
mediante cuestionarios escritos que llevan inmersa la facultad de revisar la documentación de la 
que se advierta el cumplimiento o incumplimiento de los requisitos de origen de las mercancías y, 
por tanto, la de requerir los registros contables relativos, para evitar la visita física a las 
instalaciones de un exportador o de un productor en territorio de la otra parte, con el propósito de 
examinar los registros e inspeccionar sus instalaciones, máxime que si se demuestra que el 
certificado de origen no es válido, la autoridad hacendaria nacional puede negar los beneficios del 
tratado. 
 
DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 198/2016. 
Joyla, Inc. 9 de febrero de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Óscar Fernando Hernández 
Bautista. Secretaria: Desireé Degollado Prado. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de abril de 2017 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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SANCIONES IMPUESTAS POR LA PROCURADURÍA FEDERAL DEL CONSUMIDOR POR 
OPOSICIÓN A SUS FACULTADES DE VIGILANCIA Y VERIFICACIÓN. REGLAS PARA SU 
INDIVIDUALIZACIÓN. 
 
De acuerdo con los artículos 13 y 96 de la Ley Federal de Protección al Consumidor, la 
procuraduría federal especializada en esa materia, con objeto de aplicar y hacer cumplir las 
disposiciones del propio ordenamiento, tiene la facultad de vigilar y verificar, a través de visitas, 
monitoreos o por cualquier otro medio, los lugares donde se administren, almacenen, transporten, 
distribuyan o expendan productos o mercancías o en los que se presten servicios, incluyendo 
aquellos en tránsito, por lo que los proveedores, sus representantes o empleados están obligados 
a permitir al personal acreditado de la Procuraduría Federal del Consumidor, el acceso al lugar o 
lugares objeto de verificación, de manera que si existe oposición particular a ello, se incurre en una 
conducta infractora cuya consecuencia jurídica trae aparejada la imposición de una sanción. 
Empero, ésta, como todo acto de autoridad, debe fundarse y motivarse con suficiencia, conforme al 
artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y, en términos de los 
artículos 127 y 132 de la ley citada, es necesario tomar en cuenta, al momento de individualizarla, 
el perjuicio causado al consumidor o a la sociedad en general; el carácter intencional de la 
infracción; si se trata de reincidencia; y, la condición económica del infractor, a fin de obtener un 
parámetro de gravedad. De ahí que para obtener el grado de gravedad de la conducta, deben 
balancearse, por un lado, las condiciones objetivas del evento y, por otro, las subjetivas del 
infractor, para determinar si aquél es mínimo, medio, máximo o intermedio entre estos parámetros, 
a fin de que existan correspondencia y proporcionalidad entre la calificación de la conducta y la 
sanción a imponer, según cada caso en particular. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 135/2015. 30 de abril de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Ojeda 
Velázquez. Secretario: Gustavo Eduardo López Espinoza.  
 
Amparo directo 220/2015. 21 de mayo de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: Osmar Armando 
Cruz Quiroz. Secretaria: Penélope Serrano Pérez.  
 
Amparo directo 272/2015. 18 de junio de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: Miguel de Jesús 
Alvarado Esquivel. Secretaria: Ángeles Patricia Martínez Gutiérrez.  
 
Amparo directo 292/2015. 18 de junio de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Ojeda 
Velázquez. Secretario: Gustavo Eduardo López Espinoza. 
 
Amparo directo 43/2016. 10 de marzo de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: Osmar Armando 
Cruz Quiroz. Secretario: Francisco José Alvarado Díaz. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de abril de 2017 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de abril de 
2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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REVERSIÓN DE BIENES EJIDALES. LA ACCIÓN RELATIVA ES PRESCRIPTIBLE CUANDO EL 
FIDEICOMISO FONDO NACIONAL DE FOMENTO EJIDAL (FIFONAFE) PRETENDE 
INCORPORAR AQUÉLLOS A SU PATRIMONIO, NO SI PRETENDE REINTEGRARLOS AL 
NÚCLEO DE POBLACIÓN AFECTADO CON EL DECRETO EXPROPIATORIO. 
 
De los párrafos primero y segundo del artículo 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos se advierte que el Estado puede adquirir unilateralmente, a través de la expropiación, el 
dominio de la propiedad de un particular por causa de utilidad pública y mediante indemnización; 
pero frente a esa obligación de ceder la propiedad, se consigna el derecho de reversión, para el 
caso de que no se destine el bien a la satisfacción de la causa de utilidad pública de que se trate. 
En materia agraria, ese derecho corresponde al Fideicomiso Fondo Nacional de Fomento Ejidal 
(FIFONAFE). Así, cuando se ejerce dicha acción, conforme a los artículos 97 de la Ley Agraria y 91 
de su Reglamento en Materia de Ordenamiento de la Propiedad Rural, sólo debe acreditarse 
cualquiera de los requisitos que estos preceptos prevén: a) que los bienes expropiados se hayan 
destinado a un fin distinto del señalado en el decreto correspondiente; o, b) que transcurrido el 
plazo de cinco años no se satisfizo la causa de utilidad pública. Mientras que, cuando se hace valer 
la acción de reversión, pero en términos del numeral 95 del reglamento mencionado, debe 
cumplirse la totalidad de las condiciones que precisa, esto es, que: a) no haya sido cubierta la 
indemnización; b) no se haya ejecutado el decreto; c) los afectados conserven aún la posesión de 
las tierras de que se trate; y, d) hayan transcurrido cinco años a partir de la publicación del decreto 
expropiatorio. Además, en este último supuesto, el beneficiario definitivo de los bienes materia de 
la reversión no lo es el accionante, pues aun cuando se incorporarán a su patrimonio una vez que 
se decrete la reversión, éste debe "de inmediato" reintegrar su titularidad a los afectados, lo cual 
denota que la referida incorporación al fideicomiso es sólo temporal. Esta característica es 
relevante para determinar la prescripción de la acción de reversión, pues no debe darse el mismo 
trato cuando se ejerce en busca de satisfacer un interés propio, que cuando se insta en beneficio 
de un núcleo de población. Por tanto, cuando el FIFONAFE ejerza esa pretensión con la finalidad 
de que los bienes expropiados se incorporen a su patrimonio es prescriptible, mientras que cuando 
la acción busca reintegrarlos al núcleo de población afectado con el decreto expropiatorio, 
entonces es imprescriptible, en virtud de que ni la Ley Agraria, ni el reglamento citado señalan que, 
en esa hipótesis, esté sujeta a lapso perentorio alguno, máxime que se trata de la defensa de los 
derechos de propiedad del ejido que subyacen en su ejercicio, afirmación que, además, encuentra 
sustento en el primer párrafo del numeral 74 de dicha ley. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO SEXTO 
CIRCUITO. 
 
Amparo directo 478/2016. Fideicomiso Fondo Nacional de Fomento Ejidal. 1 de diciembre de 2016. 
Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Manuel Estrada Jungo. Secretario: Nelson Jacobo Mireles 
Hernández. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de abril de 2017 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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COMPETENCIA PARA CONOCER DEL RECLAMO DE UN POLICÍA FEDERAL QUE SOLICITA 
EL PAGO DE UNA PENSIÓN A CARGO DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS 
SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO. AL PERTENECER 
CONSTITUCIONALMENTE A UN RÉGIMEN ESPECIAL, CORRESPONDE AL TRIBUNAL 
FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA. 
El estudio de la procedencia del juicio constituye un presupuesto procesal de orden público que 
debe analizarse de oficio, porque la ley expresamente ordena el procedimiento en que deben 
tramitarse las diversas controversias y cuya ausencia no puede ser convalidada mediante el 
consentimiento tácito o expreso de los justiciables, pues se trata de una condición indispensable 
para iniciar, tramitar y resolver válidamente el fondo de un juicio; de ahí que, si conforme al artículo 
123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los 
miembros de las instituciones policiales, entre otros, quedan excluidos del régimen tutelar de la Ley 
Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado y, por tanto, de la competencia del Tribunal 
Federal de Conciliación y Arbitraje, al regirse por sus propias leyes y porque su relación con el 
Estado no es de naturaleza laboral sino administrativa, sus diferencias deben someterse a la 
jurisdicción concerniente a esta última materia; por consiguiente, si un policía federal reclama el 
pago de una pensión a cargo del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores 
del Estado ante el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje, y no obstante que exista un auto 
que admita la demanda y sin que la demandada hubiere impugnado la vía propuesta por su 
contraparte, ello no implica que el procedimiento establecido por el legislador no deba tomarse en 
cuenta y que el juzgador, de oficio, deba ordenar la remisión de la demanda al Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa para que conozca del asunto, por ser la vía idónea para resolver ese tipo de 
reclamos. 
 
NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 11/2017. Titular del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores 
del Estado. 8 de marzo de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Ricardo Rivas Pérez. Secretario: 
César Alejandro Rivera Flores. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de abril de 2017 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 


